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de L989 y el Auto del Tribunal Superior de üusticia de üurcia

de I de junio de l-989, confirnado en apelación, en procedimien-

to sobre cese de emisiones de video comunitario.

2. La demanda fue adnitida a trámite por providencia de la

Sección Tercera de 20 de mayo de 1991-. Mediante providencia de

igual fecha se abordó formar Ia pieza separada para 1a tramita-

ción del incidente sobre Ia suspensión de Ia ejecución de la

resolución impugmada, otorgando a Ia parte recurrente y aI Dti-

nisterio Fiscal un plazo común de tres días para formular ale-

gaciones.

3. En escrito presentado eI 27 de mayo de L99L, la parte

actora reiteró su solicitud de suspensión alegando gue 1a eje-

cución de la resolución supondría la pérdida de los abonados,

lo que llevaria consigo 1a total suspensión de la actividad em-
presarial. Asimismo, de ser retiradas J-as instalaciones exis-

tentes, las mismas quedarían inservibles, de tal modo que se-

ría inviable su posterior utilización. No supondría un paliati-

vo a esta situación el circunscribir las emisiones aI interior

de un inmueble, puesto que es muy escaso eI número de abonados

para los que ello es posible. Aduce tanbién que no se causa

perturbación grave para los intereses generales ni para los de

terceros y gü€r por el contrario, los efectos de Ia ejecución

antes referidos privarían de su flnalidad al amparo.

4. El Abogado del Estado, a quien se tuvo por personado por

providencia de 26 de junio de L991, presentó alegaciones me-

diante escrito del 2 de julio inmediato. En e1las se opone a Ia

concesión de la suspensión, argrunentado gue de la ejecución no

se sigue eI cierre de1 establecimiento, consecuencia que se

aduce como causante de perjuicios irreversibles, puesto que si

se adaptaran 1as emisiones a las exigencias del art. 25.3 de la

Ley 3L/L987, €1 posible descenso en el nrimero de abonados po-

dría ser cuantificado y evaluado económicanente. Igualmente, el
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desmontaje de las instalaciones puede ser indemnizabler.tras la
evaluación de su coste. En cambio, de no suspenderse ra resoru-
ción impugmada, se seguirían perjuicios para los titurareE de
los servicios de telecomunicación y para el interés general; La
entidad recurrente, recuerda el Abogado de1 Estado¡ no es titu-
1ar de ninguna concesión para 1a prestación del servicio pribli-

co de telecomunicación. Como consecuencia de el1o, las frecuen-
cias que utiriza para sus emisiones no re están reservadas y

mediante su uso puede originar perturbaciones graves a los ti-
tulares de servicios de teleconunicación, al ocasionarse
distorsiones en su ánbito de emisión. Se invoca como precedente

aplicable aI presente supuesto, e1 del ATc de L2 de novienbre
de L99O, recaido en el recurso de amFaro nrim. LSL3/9O.

5. EI Fiscal ante el Tribunal Constitucional, €D escrito
presentado el 27 de mayo de l-991-, sostiene que no procede acce-
der a la suspensión, pues Ia ejecución de la resolución admi-
nistrativa impugmada no conlleva Ia pérdida de 1a finalidad de1
alnFaro -que 1a empresa continúe emitiendo en un futuro-r yd
güe, de otorgarse e1 mismo, Do existiría inconveniente en que

la empresa reanudara sus actividades y se Ie indennizase de los
perjuicios que hubiera experiment4do d.urante el tiempo de su
paral ización.

rI. T"UIIDA}IENTOS JITRIDTCOS

unico. El artículo 56.1- rorc contempla ra posibiridad de
suspender 1a ejecución de 1a resolución impugnada cuando 1a
misma hubiere de causar un perjuicio que prive ar amparo su fi-
nalidad, siempre que de la suspensión no pueda seguirse pertur-
bación grave de los intereses gtenerales o de los derechos fun-
damentales o libertades públicas de un tercero.

Como en reiteradas ocasiones se ha puesto de manifiesto por
este Tribunal, el mandato 1egal de gue, para acordar la suspen-
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sión, el perjuicio derivado de la ejecución del acto o disposi-

ción impugmada tra de ser de tal naturaleza que haga perder aI

amFaro constitucional su finalidad, hay que entenderlo en el

sentido de gue dicha ejecución ocasione que eI restablecimiento

del recurrente en el derecho constitucional vulnerado sea tar-

dío e inpida definitivamente Ia efectivid.ad de tal restaura-

c ión.

Pese a1 precedente citado por Ia entidad actora (ATC de 2

de jul io de L990, recurso de amparo nrim. 668/90')|  la SaIa Se-
grunda entiende que ello no ocurre en e1 presente supuesto. A1

igrual que en eI supuesto contenplado en el ATC de L2 de noviem-

bre de l-990 (recurso J-513/90), el fundamento de 1a petición de

Ia suspensión lo constituyen 1os perjuicios económicos que se

derivarían de Ia ejecución de 1a resolución del Delegado de1

Gobierno en Murcia. Sin embargo, estos perjuicios no producen

una situación de inposible reparación ante Ia eventual estima-

ción de la pretensión constitucional aguí deducida, pudiendo

ser objetor €D su caso, de co&pensación. A esto hay que unir,

como reiteradamente ha manifestado este Tribunalr gü@ existe un

interés general en que las resoluciones judiciales se ejecuten,

y en e1 presente caso existe una resolución de inadmisión del

recurso contencioso interpuesto por la vía de la Ley 62/78 en

la que se declara que e1 asunto no presenta aspectos relativos

a los derechos fundamentales invocados. Por todo ello debe con-

cluirse que no procede acceder a 1a petición de suspensión so-

licitada, ya que la ejecución de las resoluciones inpugmadas no

hace perder, por sí mismar sü finalidad al anparo.

Por todo lo expuesto, la SaIa acuerda denegrar Ia petición

de suspensión de 1a ejecución de las resoluciones recurridas.

uno.
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de julio de mil novecientos noventa y


